
III. DOCTRINA ADMINISTRATIVA Y JURISPRUDENCIA. 

NOVEDADES 

 
Posibilidad de recalificar un recurso cuando el interpuesto por el recurrente no es el correcto. 

 

En esta ocasión un contribuyente interpone un recurso extraordinario de revisión contra un acto no firme 

en la vía administrativa. El Tribunal no lo admite porque unos de los requisitos para interponerlo es que el 

acto sea firme. 

 

En esta Resolución se establece que la incorrecta calificación de un recurso, por parte del interesado, no 

es obstáculo para que pueda tramitarse por la vía de los medios de revisión ordinarios. En un primer 

momento la recalificación correcta la realizará el Tribunal, siempre que del recurso interpuesto pueda 

desprenderse la intención del recurrente. De no ser esto posible deberá notificarse al interesado la 

posibilidad de mejorar su solicitud, en orden a que opte por la recalificación del recurso interpuesto, bien 

como reclamación económico-administrativa, o bien como recurso de reposición. 

_____________________________________________________________________________________  

T.E.A.C., Resolución Nº 00/1994/2010, de 20 de septiembre de 2012 

 

 

Compatibilidad entre el artículo 80.Tres y el 80.Cuatro de la ley del IVA.  
 

Como sabemos la Ley del Impuesto arbitra dos procedimientos para que un sujeto pasivo pueda 

modificar la base imponible y, consecuentemente, las cuotas devengadas que declaró inicialmente por los 

créditos impagados. 

 

Por un lado, el regulado en el artículo 80.Tres: la base imponible podrá reducirse cuando el destinatario 

de las operaciones sujetas al impuesto no haya hecho efectivo el pago de las cuotas repercutidas y siempre 

que, con posterioridad al devengo de la operación, se dicte auto de declaración de concurso. Por otro lado, 

el regulado en el artículo 80.Cuatro: la base imponible también podrá reducirse proporcionalmente 

cuando los créditos correspondientes a las cuotas repercutidas por las operaciones gravadas sean total o 

parcialmente incobrables. 

 

Recordamos que la doctrina de la Dirección General de Tributos siempre ha interpretado la imposibilidad 

de modificar la base imponible por el apartado Cuatro cuando existe un Auto de declaración de concurso. 

Para este Tribunal ambas alternativas son compatibles. Distingue varios supuestos diferentes partiendo de 

la base de que la entidad deudora es declarada en concurso de acreedores en algún momento: 

 

Supuesto 1:   cuando existe reclamación judicial previa a la declaración de concurso de la entidad 

deudora, una vez que haya transcurrido un año, o seis meses, desde el devengo del IVA sin haberse 

obtenido el cobro, será posible modificar la base imponible por la vía del artículo 80.Cuatro, aún cuando 

se haya dictado un Auto de declaración de concurso del deudor y no se haya modificado la base 

imponible en los plazos del artículo 80.Tres (en este caso el plazo es de solo un mes, o de 15 días si el 

concurso es por el procedimiento abreviado). 

 

Supuesto 2: cuando no existe reclamación judicial previa a la declaración de concurso de la entidad 

deudora se produce el incumplimiento de uno de los requisitos previstos en el artículo 80.Cuatro LIVA y 

no se podrá modificar la base imponible por esta vía, sino por la del artículo 80.Tres y en sus plazos. No 

obstante, como desde el 14 de abril de 2010 cabe la posibilidad de requerir notarialmente las cantidades 

debidas, ya no será imposible cumplir las formalidades del artículo 80.Cuatro, y cabrá instar la 

rectificación de la base imponible por esta vía cuando se cumplan los requisitos correspondientes, sin la 

obligación de acudir necesariamente al artículo 80.Tres, aun cuando exista un Auto de declaración de 

concurso del deudor. 

 

Supuesto 3: se aclara que en las operaciones generadas con posterioridad al concurso, si el acreedor 

quiere modificar la base imponible deberá hacerlo únicamente por el procedimiento previsto en el artículo 

80.Cuatro, puesto que el artículo 80.Tres está previsto para operaciones en las que el devengo se haya 

producido con anterioridad al Auto de declaración de concurso. 

_____________________________________________________________________________________ 

T.E.A.C, Resolución Nº 00/2471/2010, de 20 de septiembre de 2012. 



 

 

Tipo aplicable a las entregas de apartamentos turísticos o apartahoteles. 

 

Se plantea es cual es el tipo impositivo que hay que aplicar a las transmisiones de apartamentos turísticos 

o apartahoteles. 

 

El Tribunal comparte la doctrina emanada de la Dirección General de Tributos que establece que el tipo 

reducido es de aplicación para aquellos edificios que, en su totalidad, cumplan el requisito de ostentar la 

aptitud de uso como vivienda. Ante el vacío legal, en la norma del Impuesto, de lo que debe entenderse 

por vivienda, el Centro Directivo sostiene que la vivienda es el edificio o parte del mismo destinado a 

habitación o morada de una persona física o de una familia, constituyendo su hogar o la sede de su vida 

doméstica, que dispone de la correspondiente cédula de habitabilidad, y objetivamente considerado, sea 

susceptible de ser utilizado como vivienda. 

 

En el presente caso los apartamentos turísticos se construyen para ser destinados por sus propietarios al 

alojamiento turístico ocasional, sin carácter de residencia permanente, razón por la que, en lugar de la 

cédula de habitabilidad, se les exige una licencia de apertura y funcionamiento como apartamentos 

turísticos. 

 

En definitiva, como la cédula de habitabilidad no está prevista para la ocupación de los apartamentos 

turísticos, no cabe calificar los mismos como aptos para su utilización como vivienda, ya que su destino 

no es el de residencia habitual. 

 

T.E.A.C. Nº 00/1355/2011, Resolución de 20 de septiembre de 2012. 

 

 

Inconstitucionalidad de las deducciones autonómicas cuando se exige el requisito de alta en el 

Censo de empresarios o profesionales.  

 

Recordamos que las Comunidades Autónomas pueden regular deducciones sobre los tributos cedidos, si 

bien deberán hacerlo dentro del marco fijado por la Ley Orgánica de financiación de las Comunidades 

Autónomas y por la correspondiente ley de cesión de tributos. En cuanto a la capacidad normativa sobre 

las deducciones propias, pueden regularlas por circunstancias personales y familiares, por inversiones no 

empresariales o por aplicación de renta. En este caso se interpone un recurso de inconstitucionalidad 

porque se considera que ciertas deducciones, reguladas por la Comunidad Autónoma de Andalucía, 

invaden la competencia estatal. 

 

Las deducciones controvertidas tienen como finalidad el fomento del autoempleo de jóvenes, tanto para 

hombres como para mujeres. Para su aplicación se exige el requisito de que los contribuyentes causen alta 

en el censo de empresarios, profesionales y otros obligados tributarios previsto en la normativa estatal.  

 

El Tribunal determina que dichas deducciones son inconstitucionales porque suponen una extralimitación 

al encontrarse ligadas al ejercicio de actividades económicas, de manera que no resulta factible su 

encuadramiento dentro de las deducciones por inversiones no empresariales. Se trata así claramente de 

deducciones vinculadas con la obtención de rentas empresariales o profesionales, únicas para las que 

dicha alta constituye un requisito. A ello no obsta el hecho de que en su aplicación o cuantía se hayan 

tenido en cuenta elementos personales, como la circunstancia de ser mujer y/o menor de 35 años, pues no 

son dichos elementos los determinantes de la misma, de forma que la sola condición personal indicada no 

otorga derecho a la deducción. 

 

También se declara inconstitucional el inciso final del artículo que se refiere a la comprobación de 

valores: (...) asimismo, el Perito de la Administración podrá aplicar los precios medios de mercado 

establecidos reglamentariamente conforme a lo previsto en el apartado 3 de este artículo o el valor 

consignado en las declaraciones presentadas por el sujeto pasivo a efectos de liquidación del Impuesto 

sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados por el préstamo hipotecario cuando 

proceda de la valoración realizada por una sociedad de tasación conforme a la legislación vigente. 

Entiende que lo que hace la norma autonómica no es estrictamente establecer un medio nuevo de 

comprobación, sino alterar el contenido y sentido de un medio ya existente y regulado por el Estado, 

como es el dictamen de peritos. Esta regulación autonómica desnaturaliza la finalidad de este medio, que 



está contemplado en la Ley General Tributaria como un mecanismo objetivo, basado en la autonomía e 

independencia del perito, al que por tanto no cabe imponer un medio o varios medios para llevar a cabo 

su valoración. En consecuencia, la norma autonómica impugnada introduce de facto un medio de 

valoración distinto a los del Estado, al modificar sustancialmente un medio existente. 

_____________________________________________________________________________________ 

Tribunal Constitucional, Sentencia Nº 161/2012, de 17 de octubre de 2012 

 

 

Imposibilidad de aplicar la regla especial de operaciones a plazos cuando no se ha pactado la 

exigibilidad. 

 

En una operación de venta de acciones, instrumentada a través de escritura pública, se pacta que el pago 

de la contraprestación se podrá realizar en cualquier momento, antes de transcurridos doce años desde la 

fecha de la escritura, quedando expresamente autorizada la parte compradora para realizar, durante dicho 

plazo, la entrega de cantidades parciales que estime oportuna hasta llegar al final del precio convenido. El 

contribuyente se acoge a la regla especial de las operaciones a plazo para imputar las ganancias 

patrimoniales. Recordamos que la norma del Impuesto establece que, en el caso de operaciones a plazo o 

con precio aplazado, el contribuyente podrá optar por imputar proporcionalmente las rentas obtenidas en 

tales operaciones, a medida que se hagan exigibles los cobros correspondientes. 

 

El Tribunal, que comparte el criterio de la Administración, rechaza la regla especial de imputación 

temporal que aplica el contribuyente. El interesado confunde los pagos que puedan hacerse de aquel 

aplazamiento con la exigibilidad  de los cobros a los que se refiere la norma, que no concurren en el 

presente caso. El Diccionario de la Real Academia define el concepto de exigible como aquello que puede 

o debe exigirse, definiéndose el vocablo exigir como pedir imperiosamente algo a lo que se tiene derecho.  

 

En esta ocasión, el comprador no se enfrenta a un calendario de pagos cuyos vencimientos determinan 

aquella exigibilidad y, por lo tanto, la imputación a aquel periodo impositivo en concreto de la parte 

proporcional de la ganancia diferida. 

 

Audiencia Nacional, Sentencia Nº 324/2010, de 23 de mayo de 2012  

 

 

Condición de sucesor cuando se acepta la herencia a beneficio de inventario.  

 

La cuestión a resolver por el Tribunal es si la aceptación de la herencia a beneficio de inventario, sin la 

existencia de este último, produce sus efectos, constituyendo a los aceptantes como herederos y, en 

consecuencia, sucesores en las obligaciones tributarias del causante. 

 

El Tribunal determina que mientras no exista inventario, quienes hayan aceptado la herencia a beneficio 

de inventario no adquieren la condición de herederos, ni, por ende, la de sucesores del causante. De este 

modo, y hasta que ello ocurra, la Administración tributaria deberá dirigirse a la herencia yacente a través 

de sus correspondientes representantes. 

_____________________________________________________________________________________ 

Tribunal Supremo, Sentencia Nº 1134/2010, de 21 de junio de 2012 

 

 
 

 


